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Tema 6. Ley

Sumario: FUENTES DE RANGO LEGAL: Ley. Ley administrativa. Principios. 
PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO: Fases. Extinción. CLASIFICACIÓN: Introduc-
ción. Ley orgánica. Ley ordinaria. Ley aprobatoria de tratados. Ley habili-
tante. Ley de bases. Ley de armonización. DECRETO-LEY: Origen. Concepto. 
Clasificación

FUENTES DE RANGO LEGAL

A. LEY
§184. Planteamiento — El Art. 7 de la C distingue entre Constitución y Or-
denamiento jurídico, en el sentido de que el Derecho positivo de nuestro país 
no se limita a la Constitución. Hay otras fuentes del Derecho, como aclara el 
Art. 334 de la C, que hace expresa referencia a esta idea. Además, el Ordena-
miento jurídico supone una trabazón dentro del conjunto, lo que presupone 
unas normas ordenadas (jerarquizadas, compatibilizadas, no autonómicas) y, 
en definitiva, una exigencia de coherencia que el intérprete debe obedecer.

Con la expresión fuentes de rango legal o con rango de ley se alude a una 
tipología que está enunciada y regulada básicamente en la Constitución y, por 
ende, a la supremacía jerárquica que comparten por igual la ley y el decreto-
ley, y que tienen una específica fuerza que se desdobla en: (i) la fuerza activa, 
esto es, la capacidad de innovación añadiendo nuevas reglas de Derecho; y 
(ii) la fuerza pasiva referida a la capacidad de resistencia o bloqueo cuyas 
disposiciones son indisponibles frente a las demás normas.

§185. Consagración constitucional — La atribución del nombre de ley a de-
terminadas normas parte de la tradición del Derecho público, y se reserva a 
las normas dictadas con arreglo a un determinado procedimiento por el órga-
no de representación popular. De ahí que la expresión ley queda reservada a 
las normas adoptadas por un determinado órgano en una determinada forma.

Sin embargo, se observa que el término ley es usado en varias acepciones 
o sentidos: (i) amplísimo, como equivalente a Derecho objetivo, es decir, toda 
norma jurídica que integre el Ordenamiento jurídico, independientemente de 
la fuente; (ii) amplio, como equivalente a norma escrita, cualquiera que fuere 
su rango o fuente de producción; y por último (iii) restringido y no genérico, 
como equivalente a ley formal, que es el acto definido expresamente en el 
Art. 202 de la C cuando señala: “La ley es el acto sancionado por la Asamblea 
Nacional como cuerpo legislador.”
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Desde ese punto de vista, la Constitución solo acoge esa forma simple, 
pero precisa, para tipificar el concepto de ley; por tanto, el concepto ley, en 
nuestro Ordenamiento jurídico constitucional, es ciertamente de carácter 
formal –por oposición al concepto material– (Véase Sents. de la CFC/SPA, de 
fecha 24 de diciembre de 1940, M. 1941, p. 346; y de la CSJ/SPA, de fecha 14 
de agosto de 1973, GO Nº 30183, de fecha 20 de agosto de 1973, p. 226.079) 
lo que implica, la norma caracterizada por tres elementos formales: (i) la 
emanación de un órgano dado a quien se le confiere el monopolio para dictar 
la ley, esto es, la Asamblea Nacional (Art. 187, num. 1 de la C); (ii) el modo 
de actuación, o lo que es lo mismo, en el ejercicio de la función legislativa 
(Art. 136 de la C); y por último (iii) el haber sido promulgada y publicada 
con dicha denominación (Art. 202 de la C).

Lo anterior ha sido admitido por la jurisprudencia en una antigua sentencia 
del Máximo Tribunal que dice lo siguiente: “La mera circunstancia de que una 
norma sea sancionada por las Cámaras como Cuerpos colegisladores, basta 
para que figure como ley dentro de nuestro Ordenamiento jurídico” (Véase 
Sent. de la CSJ/SPA, de fecha 14 de agosto de 1973, GO Nº 30183, de fecha 20 
de agosto de 1973, p. 226.079; y de la CSJ/CP, de fecha 15 de marzo de 1962). 

B. LEY ADMINISTRATIVA
§186. Concepto — Dentro de las diversas normas que integran el Ordena-
miento jurídico hay que diferenciar: (i) las normas cuya naturaleza pugna 
con su aplicación al Estado, por ejemplo, las normas del Derecho de familia; 
(ii) la normas que resultan perfectamente aplicables al Estado lo mismo que 
a los restantes sujetos, por ejemplo, las normas sobre contratos de alquiler; 
y por último (iii) las normas que presuponen su destinación con carácter ex-
cluyente o no, al Estado. En este último caso estamos en presencia de normas 
administrativas en las que lo importante no es la posibilidad de aplicación 
en sí, sino la destinación de la norma es lo decisivo.

En efecto, hay normas destinadas a los sujetos jurídicos en general, y otras 
que presuponen su afectación o destino en todo caso a una categoría de su-
jetos, como ocurre con el Derecho mercantil, el Derecho laboral y también 
el Derecho administrativo. En este último caso, las normas administrativas 
presuponen que en la clase de relaciones jurídicas que regula intervendrá 
necesariamente una categoría de sujetos denominados Administraciones 
Públicas, en razón de lo cual –repetimos– el Derecho administrativo es un 
Derecho estatutario, como lo ha denominado un sector de la doctrina espa-
ñola (GARCÍA DE ENTERRÍA).
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En conclusión, una ley es considerada como administrativa cuando: (i) sus 
normas tienen carácter imperativo (ius cogens); y (ii) su ejecución aparece 
encomendada, precisamente, a un organismo dependiente de una Adminis-
tración Pública (GARRIDO FALLA).

C. PRINCIPIOS
§187. Plan — La articulación de normas jurídicas dentro de un Ordenamiento 
jurídico se lleva a cabo a través de los principios siguientes: (i) el principio 
de presunción de constitucionalidad; (ii) el principio de competencia; (iii) el 
principio de la irretroactividad; y por último (iv) el principio de publicidad.

I. PRINCIPIO DE LA PRESUNCIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD
§188. Concepto — En el Ordenamiento jurídico existe un principio general 
de Derecho Público que es el denominado principio de la presunción de 
legitimidad de todos los actos jurídicos que tienen su origen en el ejercicio 
del Poder Público, cualquiera que sea su forma, y el cual ha sido positivado 
de modo expreso en algunos Ordenamientos jurídicos. Fuera de estos casos, 
existe la tesis, que es de recibo en nuestro Derecho positivo, según la cual, 
debido a una interpretación constitucional sistemática y unitaria de actuación 
de los órganos en ejercicio del Poder Público, deriva un principio conforme 
al cual todo acto jurídico del Poder Público se presume conforme a Derecho, 
se presume legalmente establecido, dictado por la autoridad competente y no 
contiene vicio de ilegalidad sobre la base de los argumentos tanto jurídicos 
–de orden formal y de orden sustancial– como prácticos. 

Del principio general del Derecho público mencionado deriva también la 
conformidad de la ley a la Constitución, esto es, el denominado principio de 
presunción de constitucionalidad de la ley, que por su carácter de presunción 
iuris tantum o relativa, puede ser también desvirtuado a través de los medios 
o mecanismos de control de la constitucionalidad. De la misma manera, la 
inconformidad de la sentencia puede ser desvirtuada a través de los recur-
sos jurisdiccionales, ordinarios o extraordinarios. Finalmente, el principio 
de presunción de legitimidad de los actos administrativos también puede 
desvirtuarse en el Derecho administrativo, según se analiza más adelante al 
tratar la teoría general del acto administrativo.

II. PRINCIPIO DE LA COMPETENCIA
§189. Concepto — El principio de la competencia o de distribución de mate-
rias consiste en determinar un ámbito material y encomendar su regulación 
a un determinado tipo de norma, de manera que los demás tipos de normas 
no pueden incidir sobre dicha materia (LÓPEZ RUIZ).
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En consecuencia, a través del principio de la competencia, se le asigna a 
ciertos órganos un poder normativo para que, por medio de determinado tipo 
de normas se regulen unas materias precisas y concretas, de tal manera que 
esas normas y esos órganos serán los únicos que podrán regular la materia 
que se les asigna.

III. PRINCIPIO DE LA IRRETROACTIVIDAD
§190. Concepto — La cuestión de si las normas pueden prever una eficacia 
retroactiva ha sido objeto de un largo debate doctrinal, en el que se invocan 
a favor de la irretroactividad las exigencias del principio de la seguridad 
jurídica, y contra ella razones de justicia que puedan exigir la retroactividad 
cuando se trata de acabar con situaciones injustas del pasado que pervivirían 
si las normas no tuvieran efecto retroactivo. 

Ahora bien, como la vigencia de las normas jurídicas se produce desde su 
nacimiento o entrada en vigor, es claro que solo se aplicarán a partir de ese 
momento, sin que puedan, por consiguiente, producir efectos sobre hechos 
o situaciones anteriores. Esto es lo que se recoge en otro principio básico, el 
denominado principio de la irretroactividad. 

§191. Consagración constitucional — El principio de la irretroactividad 
aparece consagrado expresamente en el Art. 24 de la C, al señalar: “Ninguna 
disposición legislativa tendrá efecto retroactivo, excepto cuando imponga 
menor pena”. Ahora bien, siempre se planteó el alcance que debe dársele a 
dicho principio. En primer lugar, hay que admitir que cuando la Constitución 
habla de “ninguna disposición”, incluye todo tipo de normas jurídicas (Véase 
Sent. de la CPCA, de fecha 15 de septiembre de 1996, Exp. Nº 96-18110). Por 
tanto, se trata de un principio general de irretroactividad absoluta, es decir, 
independientemente de la naturaleza de la materia regulada en la norma.

La pregunta es: ¿El principio de la irretroactividad rige solo a la ley o a los 
demás actos normativos? o ¿puede regir también a los actos no normativos? 
La jurisprudencia sostiene que la irretroactividad rige a los actos normativos 
y también a los actos no normativos como serían en la terminología positiva, 
los actos administrativos generales y particulares (Véase Sent. de la CSJ/SPA, 
de fechas 31 de julio de 1980; 5 de agosto de 1980; y 10 de abril de 1984), 
constituyéndose así en una garantía constitucional de irretroactividad. En 
consecuencia, la irretroactividad así definida por la jurisprudencia se aplica 
a las leyes, y también a los reglamentos (Véase Sent. de la CSJ/SPA, de fecha 
5 de agosto de 1988; y de la CSJ/SPA, de fecha 24 de enero de 1997) y a los 
actos administrativos.
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IV. PRINCIPIO DE LA RESERVA LEGAL
§192. Concepto — La formulación teórica moderna de la reserva legal es 
obra de la doctrina alemana (MAYER). En términos generales, el principio de 
la reserva legal o de ley es el resultado de una atribución material primaria 
y expresa efectuada directamente por la Constitución. Lo expuesto significa 
que la regulación de determinadas materias necesariamente debe prevenir 
de normas que sean leyes formales. Supone que la Constitución reserva 
exclusivamente a la ley formal la completa regulación de una materia por 
lo que, en consecuencia, coinciden plenamente los principios de la reserva 
legal y legalidad en sentido formal. 

V. PRINCIPIO DE PUBLICIDAD
§193. Concepto — La publicidad es necesaria para el perfeccionamiento y 
entrada en vigencia de los actos jurídico-públicos. El principio de publicidad 
hace referencia al modo en que ha de hacerse la publicación de las leyes y 
demás actos normativos, de modo de dejar constancia fehaciente del conte-
nido de la norma publicada, en respeto al principio de seguridad jurídica. 
Se trata de una exigencia del Estado de Derecho impuesta por el principio 
consagrado en el Art. 2 del CC de que: “La ignorancia de las leyes no excusa 
de su cumplimiento”. En virtud del principio de publicidad, la modalidad 
de la publicación de la ley y demás normas es un requisito esencial para su 
existencia como norma, para su incorporación al Ordenamiento jurídico 
como una verdadera norma.

En este orden de ideas, el Art. 174 de la C señala que la ley es vigente al 
publicarse en la Gaceta Oficial de la República de Venezuela (Véase Sent. 
de la SFC, de fecha 30 de enero de 1952) o desde la fecha posterior que ella 
misma indique (Art. 1 del CC).

PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO

A. FASES
§194. Consagración — El sometimiento de todas las manifestaciones de 
voluntad de los órganos que ejercen el Poder Público en que se traduce el 
Estado de Derecho, se basa en su subordinación al Ordenamiento jurídico 
y en su conformidad con él. De donde las normas secundarias o derivadas 
son Derecho en tanto se adecuen a las normas supremas que en la pirámide 
jurídica constituye la Constitución.

Ahora, de conformidad con la Sección Cuarta: “De la Formación de las 
Leyes” de la Constitución vigente, para que la voluntad legislativa se trans-
forme en ley rectora de derechos y de obligaciones ha de respetar las etapas 
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esenciales siguientes: (i) la iniciativa legislativa (Art. 204 de la C); (ii) la dis-
cusión, las consultas y la sanción (Arts. 204 a 213 de la C); y finalmente (iii) 
la promulgación y consiguiente publicación (Art. 214 y 215 de la C).

Las mencionadas fases o etapas del procedimiento legislativo están clara-
mente determinadas por la Constitución y solo cuando un texto con el que 
comienza la tramitación (proyecto de ley) ha pasado por ellas, puede decirse, 
con toda propiedad, que existe la ley formal en su virtud preceptiva, en su 
eficacia ejecutoria y en el imprescindible conocimiento que de ella han de 
tener todas las autoridades y personas (Véase Sent. de la CFC/SPA, de fecha 
18 de marzo de 1937, M. 1938, p. 181).

I. INICIATIVA LEGISLATIVA
§195. Concepto — En el procedimiento de formación de leyes, la iniciativa 
legislativa para la discusión ante la Asamblea Nacional le corresponde a los 
órganos que menciona el Art. 204, nums. 1 al 8 de la C, así como también a 
los electores en un número no menor de 0,1% de los inscritos en el registro 
electoral permanente (num. 7).

II. DISCUSIÓN, CONSULTA Y SANCIÓN
§196. Concepto — El proyecto de ley deberá recibir dos discusiones en días 
diferentes, siguiendo las reglas establecidas en la Constitución y en los re-
glamentos parlamentarios respectivos (Arts. 207 y ss. de la C).

Asimismo, el Art. 211 de la C establece que durante el procedimiento de 
discusión se debe consultar a otros órganos del Estado, a los ciudadanos y a 
la sociedad organizada para oír su opinión sobre el proyecto de ley (consul-
ta legislativa). Finalmente, aprobado el proyecto de ley, el Presidente de la 
Asamblea debe declarar sancionada la ley respectiva. 

III. PROMULGACIÓN Y PUBLICACIÓN
§197. Promulgación — En primer lugar, es al Presidente de la República a 
quien corresponde hacer cumplir la Constitución y las leyes (Art. 90, ordinal 
1º de la C), deber que no solo tiene ocasión de cumplir en la gestión admi-
nistrativa y política, sino particularmente en las trascendentales decisiones 
de gobierno en que la defensa de la Constitución es objeto específico, como 
cuando le corresponde la promulgación de la ley dentro de los diez (10) días 
siguientes aquel en que lo haya recibido (Art. 214 de la C).

La promulgación –dice LAFERRIÉRE– es el acto por el cual la autoridad, 
designada a este efecto por la Constitución, controla la existencia de la ley, 
atestiguando oficialmente que un acto, adoptado por el Parlamento, lleva 
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las condiciones exigidas por la Constitución para la formación de la ley y 
afirma, en consecuencia, que el acto que él promulga como ley es apto para 
recibir y recibirá efectivamente ejecución. No es sino el modo como se da a 
conocer el contenido de la norma a aquellos a quienes va dirigida. En razón 
de que el objeto de la promulgación de la ley tiene por finalidad constatar 
su existencia salta a la vista que el Presidente de la República tiene un po-
der de verificación sobre las operaciones que han llevado a su formación. 
Para ello es necesario que se asegure previamente de la observancia de las 
formalidades prescritas para su elaboración; así, constatando la existencia 
de la ley, constata la regularidad de su adopción.

§198. Publicación — Finalmente, hemos dicho anteriormente que la publi-
cidad es necesaria para el perfeccionamiento y entrada en vigencia de los 
actos jurídico-públicos. El principio de publicidad hace referencia al modo 
en que ha de hacerse la publicación de las leyes y demás actos normativos, 
de modo de dejar constancia fehaciente del contenido de la norma publicada, 
con respeto al principio de seguridad jurídica, de acuerdo con la LPO.

En este orden de ideas, el Art. 215 de la C señala que la ley es vigente al 
publicarse, con el correspondiente “Cúmplase”, en la Gaceta Oficial de la 
República de Venezuela (Véase Sent. de la CFC, de fecha 30 de enero de 
1952). A partir de entonces existe total seguridad jurídica que la normativa 
legal vigente es la que se ha comunicado a través de los órganos de publici-
dad oficiales, por lo que surge una ficción de conocimiento para todos los 
habitantes del país, y aun del exterior, de cuál es el Ordenamiento jurídico 
vigente (Véase Sent. del TSJ/SC Nº 3180, de fecha 15 de diciembre de 2004).

IV. VIGENCIA
§199. Concepto — Una de las características de la ley, generalmente acepta-
da, es la vigencia indefinida. La vigencia significa que el curso de formación 
de la ley ha concluido con la puesta en conocimiento de su contenido a las 
personas, autoridades e instituciones, mediante la publicación, integrándose, 
a partir de entonces, en el Ordenamiento jurídico.

Sin embargo, la vigencia no implica siempre la eficacia, como sucede en 
el supuesto de la denominada vacatio legis que es un periodo de tiempo, 
específicamente decidido por el legislador, en el que la vigencia de la norma 
no ha comenzado.

Finalmente, mención especial merece la figura de la ultraactividad que 
posibilita que se siga aplicando durante cierto tiempo una o varias disposi-
ciones de la ley derogada, pero dado el carácter excepcional requiere que sea 
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establecida de manera expresa (Véase Sent. del TSJ/SE (45), de fecha 17 de 
mayo de 2000, RDP Nº 82, p. 144).

B. EXTINCIÓN

I. CONCEPTO
§200. Fin de la vigencia — La vocación de permanencia de las leyes hace que 
se desplieguen los efectos que le son típicos de forma indefinida, en tanto 
no se produzca alguna circunstancia que el propio Ordenamiento jurídico o 
la misma norma repute apta para hacer cesar esa vigencia (Véase Sent. del 
TSJ/SC Nº 418, de fecha 5 de abril de 2005).

Finalmente, el desuso, en tanto que pérdida de vigencia de una ley, como 
consecuencia de una constante inaplicación provocada por parte del sujeto 
público al que corresponda ejercitarla o imponerla, no es procedente en 
nuestro Derecho positivo, de modo que debe rechazarse rotundamente como 
modalidad de extinción de las normas de cualquier clase que sean. Por tanto, 
no vale alegar contra la observancia de la ley el desuso, ni la costumbre o 
práctica en contrario, por antiguos y universales que sean (Art. 7 del CC).

II. CLASIFICACIÓN 
a. Derogación
§201. Concepto — Entre las circunstancias a las que el Ordenamiento ju-
rídico atribuye la virtualidad de determinar el fin o la pérdida de vigencia 
de las leyes se encuentra, como es sabido, la derogación, la cual consiste en 
emitir un acto jurídico (ley derogatoria) igual al anterior, en la misma forma 
y con las mismas características que el acto que se extingue (ley derogada). 
La derogación es, en cualquier caso, un acto legislativo, de suerte que solo 
puede producirse mediante una norma nueva en la que se declara que la 
anterior queda sin efecto. Lo corriente es que la norma derogatoria, además 
de extinguir la anterior, establezca una nueva regulación que sustituya a la 
que deja sin vigor, pero a veces se produce una derogación pura y simple, 
de modo que se limita a dejar sin efecto a la norma anterior.

§202. Consagración constitucional — Es un principio de rango constitu-
cional mediante el cual las leyes se reforman y derogan por otras leyes (Art. 
218 de la C) (Véase Sent. de la CPCA, de fecha 17 de noviembre de 1983). 

Asimismo, la jurisprudencia también ha sostenido que la teoría de la 
derogación tiene establecida una conocida distinción entre las modalidades 
siguientes: (i) la derogación expresa; y (ii) la derogación tácita (Véase Sent. 
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de la CSJ/CP, de fecha 11 de marzo de 1993, RDP Nº 53-54, p. 152; y Sent. 
del TSJ/SC (66), de fecha 14 de junio de 2000, RDP Nº 82, p. 143).

§203. Derogación expresa — La derogación expresa ocurre cuando expresa-
mente el legislador declara que deroga un texto legal, lo menciona de manera 
expresa en el propio texto que ha sido derogado por esa ley. En este caso, la 
ley derogatoria debe llevar expresamente en su articulado los casos concretos 
de extinción parcial y singular de otros textos legales (Véase Sent. de la CPCA, 
de fecha 16 de diciembre de 1980, RDP Nº 5, 1981, p. 88).

La derogación expresa es formal cuando concreta o menciona la ley o las 
disposiciones que se derogan; y es material si se limita a usar una cláusula 
relativa a la derogación de todas las disposiciones que se opongan a la norma 
nueva, con grave daño a los principios de publicidad y de certeza del Derecho 
o seguridad jurídica.

§204. Derogación tácita — La derogación tácita o implícita surge cuando 
hay incompatibilidad de las soluciones jurídicas a los supuestos de hecho y 
sean incompatibles esas consecuencias jurídicas a la misma materia (Véase 
Sent. de la CF, de fechas 13 de agosto y 17 de febrero de 1938; y CSJ/CP, de 
fecha 11 de marzo de 1993; y CSJ/SPA, de fecha 6 de julio de 1996). En este 
sentido, cuando la derogación es tácita, el operador jurídico ha de verificar 
la incompatibilidad entre las normas.

b. Abrogación
§205. Concepto — La Constitución introduce la figura de la abrogación total 
o parcial de la ley y del decreto con fuerza de ley, mediante el denominado 
referendo abrogatorio, el cual tiene idéntico efecto que la derogación, esto es, 
la pérdida de vigencia del texto legal si se dan los requisitos de procedencia 
del referendo abrogatorio contemplados en el Art. 74 de la C.

Sin embargo, el Art. 74 de la C establece que no podrán ser sometidas a 
referendo abrogatorio las leyes de presupuesto, las que establezcan o modi-
fiquen impuestos, las de crédito público y las de amnistía, ni podrá hacerse 
más de un referendo abrogatorio en un periodo constitucional para una 
misma materia.

CLASIFICACIÓN

A. INTRODUCCIÓN
§206. Tipología — Si bien la ley es el género, sin embargo, la Constitución 
ha establecido una pluralidad o tipología de leyes especiales de origen legis-
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lativo, que se pueden clasificar en tres grupos: las leyes básicas, las leyes en 
conexión con los Ordenamientos jurídicos estadal y municipal, y las leyes 
en función del ámbito territorial de aplicación. 

Dentro de las leyes básicas tenemos las siguientes: (i) la ley orgánica (Art. 
203 de la C); (ii) la ley ordinaria (Art. 202 de la C); (iii) la ley aprobatoria de 
tratados internacionales (Arts. 23, 154, 155, 129 y 236, num. 4 de la C); y 
por último (iv) la ley habilitante (Art. 203, parte in fine de la C). Dentro de 
las leyes en conexión con los Ordenamientos jurídicos estadal y municipal 
tenemos: (i) la ley de bases; y (ii) la ley de armonización. 

Finalmente, desde el punto de vista de la clasificación de las leyes por lo 
que respecta al ámbito territorial son de tres tipos (Véase Sent. de la CSJ/SPA, 
de fecha 12 de mayo de 1965): (i) las leyes nacionales; (ii) las leyes estadales; 
y (iii) las leyes municipales (ordenanzas o leyes locales). Cabe destacar la 
prevalencia de la una sobre la otra que sostuvo la preeminencia de las leyes 
nacionales sobre las leyes locales (Véase Sent. de la SFC/SF, de fecha 23 de 
junio de 1934).

B. LEY ORGÁNICA

I. CONCEPTO 
§207. Consagración constitucional — El Art. 203 de la C dispone en su en-
cabezamiento lo siguiente: “Son leyes orgánicas las que así denomina esta 
Constitución; las que se dicten para organizar los poderes públicos o para 
desarrollar los derechos constitucionales y las que sirvan de marco norma-
tivo a otras leyes.” La inclusión de la ley orgánica en nuestro Ordenamiento 
jurídico, como categoría normativa, nos conduce al análisis de la misma, de 
los requisitos (competencia, materia, procedimiento) y del rango jerárquico 
en nuestro sistema de fuentes. 

§208. Requisitos constitucionales — La ley orgánica, por tanto, se diferencia 
de la ley ordinaria por un triple requisito: (i) el sustantivo o material a través 
del que se refiere a ciertas materias específicas; (ii) el adjetivo o formal para 
su sanción, reforma o derogación mediante un procedimiento legislativo 
calificado o reforzado y (iii) el jurisdiccional de revisión.

§209. Material — En este orden de ideas, el Art. 203 de la C dispone que 
determinadas materias solo pueden ser reguladas por leyes cuya aprobación 
y ulterior modificación o derogación se somete a requisitos especiales.

En este orden de ideas, la doctrina española alude al elemento material que 
ha influido en la caracterización jerárquica de la ley orgánica como lo es la 
relevancia cuasi-constitucional de la materia reservada a la ley orgánica como 
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razón de supremacía entre la Constitución y la ley ordinaria (GARRIDO FALLA). 
En este último sentido se dice que la noción de ley orgánica es un concepto 
básicamente sustantivo en función del ámbito material sobre el cual puede 
operar y, por lo tanto, regido por el principio de competencia.

§210. Procedimiento legislativo reforzado — Fundamentalmente es un 
criterio adjetivo, al que el Art. 203 de la C somete a las leyes orgánicas, que 
consiste en una voluntad distinta de la que legisla en los demás casos ordina-
rios, esto es, se exige una mayoría calificada del voto de las dos terceras (2/3) 
partes de los integrantes presentes de la Asamblea Nacional en la sesión antes 
de iniciarse la discusión del proyecto de ley respectivo, agregando que esta 
votación calificada también debe aplicarse para su modificación y derogación.

En este sentido, citamos la opinión de autorizada doctrina constitucionalis-
ta española (DE OTTO) según la cual la ley orgánica constituye una excepción 
al principio de la mayoría simple que preside el sistema democrático, pues 
la función que tiene encomendada tal categoría normativa en el sistema 
constitucional no es otra que la de regular aspectos básicos o fundamentales 
del orden constitucional que afectan a las personas y que, por ello, se exige 
en su procedimiento legislativo reforzado o agravado un cierto consenso, en 
nuestro caso de las dos terceras (2/3) partes de los integrantes presentes de 
la Asamblea Nacional, y que se sustrae así al sistema habitual de mayorías 
parlamentarias simples. En el mismo sentido se ha pronunciado el Tribu-
nal Constitucional español en una célebre sentencia Nº 5/81 al afirmar que 
la Constitución ha instaurado una democracia basada en el juego de las 
mayorías, previendo tan solo para supuestos tasados y excepcionales una 
democracia basada en mayorías cualificadas o reforzadas.

§211. Garantía jurisdiccional de revisión — Finalmente, no cabe duda de 
la especificidad de la categoría de la ley orgánica, pues además de la fijación 
de unas materias específicas y un procedimiento legislativo reforzado, se 
consagra la implantación de un mecanismo o garantía jurisdiccional de re-
visión por parte de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, 
para que se pronuncie acerca de la constitucionalidad de su carácter orgánico 
(Art. 203 de la C).

II. CLASIFICACIÓN
§212. Criterios — Con la entrada en vigencia de la Constitución de 1999, 
el panorama es bien distinto pues a tenor de lo establecido en el Art. 203 
eiusdem, se aparta del criterio del constituyente de 1961, puesto que para 
este último eran leyes orgánicas, aparte de las que denominara así la propia 
Constitución, aquellas que hubiesen sido investidas con tal carácter por la 
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mayoría absoluta de los parlamentarios, dejando a discreción del Poder Le-
gislativo investir o no con tal carácter a determinadas leyes.

En este sentido parece más acertada la posición del constituyente de 1999, 
ya que fija criterios objetivos por los cuales podrá designarse una ley como 
orgánica. La jurisprudencia de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo 
de Justicia (Véase Sent. del TSJ/SC Nº 537, de fecha 12 de junio de 2000, caso 
Ley Orgánica de Telecomunicaciones) posteriormente ratificada en numero-
sos fallos, sostiene que la clasificación constitucional de las leyes orgánicas 
utiliza, con toda evidencia, criterios de división lógica distintos, pues las 
categorías obedecen a un criterio técnico-formal, es decir, a la prescripción 
de su denominación constitucional o la calificación por la Asamblea Nacio-
nal de su carácter de ley marco o cuadro; mientras que las otras categorías 
obedecen a un principio material relativo a la organicidad del Poder Público 
y al desarrollo de los derechos constitucionales, estableciendo claramente 
que son las categorías siguientes: 

u Criterio técnico-formal: las que así denomina la propia Constitución; y las que se 
dicten para organizar los poderes públicos.

u Criterio técnico-formal: las destinadas a desarrollar los derechos constitucionales; 
y las que sirvan de marco normativo a otras leyes.

De lo anterior surge que la ley orgánica no es una categoría normativa 
unitaria, no hay un único ámbito material, sino una pluralidad de materias 
completamente heterogéneas. En todo caso, la citada jurisprudencia aclara 
que estos supuestos son taxativos, es decir, que solo en los casos previstos 
en el Art. 203 de la C podrá otorgársele a una ley el carácter de ley orgánica. 
Esta realidad constituye, sin lugar a dudas, un freno a la tendencia de inves-
tir, indiscriminadamente, a una gran cantidad de las leyes sancionadas con 
el carácter de orgánicas.

III. DERECHO POSITIVO
§213. Interpretación jurisprudencial — La jurisprudencia destaca, igual-
mente, la doctrina legal en relación con la necesidad de ajustarse las leyes, 
cuya naturaleza orgánica pretenda el Poder Legislativo Nacional. En este 
sentido, el TSJ/SC estableció una interpretación con respecto a la disposi-
ción constitucional que regula el instituto y señaló cómo, cuándo y bajo qué 
condiciones debe considerarse constitucional el carácter orgánico de una ley. 
Así, indicó que son atendibles razones de orden político-constitucional las 
que justifican su cumplimiento riguroso, esto es, que los requisitos estable-
cidos por la Constitución para darle carácter orgánico a un proyecto de ley 
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deben necesariamente estar presentes de forma cabal (Véase Sent. del TSJ/
SC (1723), de fecha 31 de julio de 2002).

En conclusión, se debe subrayar que debe darse el triple requisito para que 
una ley tenga el carácter de ley orgánica:

u Que el titular exclusivo y excluyente de la competencia sea la Asamblea Nacional, 
de acuerdo con el Art. 203 de la C.

u Que por su contenido se refiera solo a materias reservadas a dicho carácter de ley 
orgánica por mandato expreso del Art. 203 de la C.

u Que su aprobación, modificación o derogación se realice de acuerdo con el pro-
cedimiento legislativo reforzado establecido en el Art. 203 de la C.

§214. Decretos legislativos orgánicos — La doctrina de la jurisprudencia 
del TSJ/SC ha merecido una particular atención sobre la investidura del 
carácter “orgánico” a determinados decretos-leyes o decretos legislativos 
mediante la delegación expresa por parte del Poder Legislativo Nacional, 
a través de la Asamblea Nacional, facultando al Presidente de la República 
para modificar o derogar leyes orgánicas, técnica aplicada también, con cierta 
frecuencia, durante la vigencia de la Constitución de 1961. Un ejemplo de 
esto lo encontramos con la promulgación de los últimos COT y la LOTTT 
por vía de decretos-leyes, en aplicación de la facultad otorgada por una ley 
orgánica habilitante.

Al respecto, se puede afirmar la inconstitucionalidad de tal proceder por 
infracción del Art. 203 de la C que establece la competencia exclusiva y ex-
cluyente de la Asamblea Nacional y siguiendo el procedimiento legislativo 
debido de mayoría reforzada o cualificada.

IV. PRINCIPIO DE LA JERARQUÍA NORMATIVA 
a. Concepto
§215. Supraordenación — La posición de la ley orgánica en el sistema de las 
fuentes del Derecho se focaliza en torno a dos principios estructurales del 
Ordenamiento jurídico: el principio de la jerarquía normativa y el principio 
de competencia. Así, se explica la supraordenación sobre la nota de la exigen-
cia de una mayoría calificada o reforzada para su aprobación, modificación 
o derogación.

Así las cosas, la ley orgánica ha sido considerada como una categoría inter-
media entre la Constitución y las leyes ordinarias, de tal manera que, dentro 
del sistema de fuentes del Derecho, ostenta un nivel jerárquico superior, lo 
que implica que una ley ordinaria no podrá derogar a aquella (Véase Sent. 
del TSJ/SC Nº 2573, de fecha 16 de octubre de 2002). Pero también ha dicho 
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la jurisprudencia que para que opere este principio de jerarquía o prevalencia 
debe cumplir un requisito adicional que consiste en que debe tratarse de la 
misma materia (Véase Sent. de la CSJ/SCC, de fecha 22 de octubre de 1987).

En efecto, la doctrina venezolana ha sostenido que 

No puede afirmarse que las leyes orgánicas tengan un rango superior a 
todas las leyes no investidas de ese carácter, la supremacía de la ley or-
gánica sólo existe respecto a las leyes dictadas en materias reguladas por 
ella, no obstante que esas estén destinadas a regir supuestos de hecho de 
mayor singularidad y aunque entre en vigor después de aquella. (LARES 
MARTÍNEZ).

En consecuencia, las leyes orgánicas desde el punto de vista de la orga-
nización jerárquica de las fuentes del Derecho, se encuentran en el escaño 
superior siguiente al de las leyes ordinarias dictadas en las materias reguladas 
por leyes orgánicas, o dicho de otra manera:

Las leyes ordinarias que se dicten en materias reguladas por leyes or-
gánicas se someterán siempre a las normas de éstas, pues ha querido el 
constituyente impedir que por leyes especiales se deroguen disposiciones 
que se refieren a la organización de ciertos poderes o a las formalidades 
que deben reunir determinadas leyes. (LARES MARTÍNEZ).

b. Conflicto de leyes
§216. Principio de prevalencia — El especial tratamiento que la Constitu-
ción da a la ley orgánica la sitúa, desde el punto de vista de la jerarquía de 
las fuentes del Derecho, en un escalón superior a la ley ordinaria, a modo 
de ley con carácter cuasiconstitucional, y su primacía deriva del especial y 
más rígido procedimiento de elaboración que la Constitución ha establecido 
(GARRIDO FALLA).

En el supuesto de un conflicto entre una ley orgánica y una ley ordinaria 
u otra fuente con valor y fuerza de ley que afecten a una misma materia 
prevalecerá la ley orgánica, de acuerdo con el principio de jerarquía o de 
prevalencia de las leyes orgánicas sobre las leyes ordinarias (Véase Sents. de 
la CSJ/SPA, de fecha 23 de abril de 1991 y 9 de mayo de 1991).

V. PRINCIPIO DE LA RESERVA DE LEY ORGÁNICA
a. Concepto 
§217. Consagración constitucional — En términos generales, el principio de 
la reserva legal o de ley es el resultado de una atribución material primaria 
y expresa efectuada directamente por la Constitución. Y cuando de reserva 
de ley orgánica se trata, la reserva cumple la función de sustraer ya no solo 
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al Poder Ejecutivo sino también al propio legislador ordinario, determinadas 
materias que el Poder constituyente considera básicas o fundamentales del 
Ordenamiento constitucional; y entrega su regulación al Poder legislativo 
mediante un procedimiento legislativo reforzado con el fin de desarrollar, 
concretar o integrar la Constitución.

En este orden de ideas, el Art. 203 de la C resulta claro con respecto a que 
el Poder constituyente ha acotado un conjunto de materias cuya regulación 
requiere una mayoría cualificada o reforzada, necesaria para aprobar, mo-
dificar o derogar la ley orgánica de que se trate. Por tanto, la regulación de 
tales materias sin ese procedimiento legislativo reforzado, esto es mediante 
ley ordinaria –y agregamos, incluso cualquier otra norma con valor y fuerza 
de ley–, sería inconstitucional, como ocurre con cualquier infracción de una 
reserva de ley orgánica (DE OTTO), en nuestro caso por infracción del Art. 203 
de la C que establece la reserva de ley orgánica.

b. Materias
§218. Consagración constitucional — El principio de reserva de ley orgánica 
significa un mandato constitucional para el desarrollo normativo inmediato o 
la concreción de la Constitución en aquellos aspectos básicos o fundamentales 
del Ordenamiento constitucional que por ser complemento indispensable 
o necesario de la obra del Poder constituyente se quiere sustraer al sistema 
habitual de mayorías parlamentarias simples a través del procedimiento es-
pecial o reforzado de elaboración de las normas a las que se refieren, que en 
el caso es el procedimiento legislativo de mayoría cualificada o reforzada. Por 
tanto, la materia reservada a la ley orgánica queda sustraída por imperativo 
constitucional a todas las demás fuentes distintas a tal categoría normativa 
específica, esto es, la ley orgánica, lo que significa que el legislador ha de 
establecer, por sí mismo, la regulación y no puede remitirla a otras normas 
distintas (DE OTTO).

Así, pues, desde un punto de vista del Derecho positivo, lo primero que 
hay que decir al respecto, por obvio, es que por expresas disposiciones de 
la Constitución de 1999 existen materias reservadas (Véase Sent. del TSJ/
SC Nº 1723, de fecha 31 de julio de 2002) al instituto de la ley orgánica, de 
especial trascendencia, tales como: (i) las relativas al funcionamiento de los 
órganos de más alto rango del Poder Público: Fuerza Armada Nacional (Art. 
41); los Distritos Metropolitanos (Art. 172); la Administración Pública Nacio-
nal (Art. 236, num. 20); la Procuraduría General de la República (Art. 247); 
el Tribunal Supremo de Justicia (Art. 262); el Poder Ciudadano (Art. 273); el 
Poder Electoral (Art. 292) y Consejo de Defensa de la Nación (Art. 323); (ii) 
la organización del territorio y la armonía interterritorial: las fronteras (Art. 
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15); la división político-territorial (Art. 16); la ordenación del territorio (Art. 
128); la organización municipal (Art. 169); los límites a los emolumentos de 
los funcionarios públicos (Art. 147); (iii) la industria y finanzas públicas: y la 
actividad petrolera (Art. 302); el crédito público (Art. 312); la administración 
económica y financiera del Estado (Art. 313); (iv) el desarrollo de los dere-
chos fundamentales: el sistema de seguridad social (Art. 86); los refugiados 
(Disposición Transitoria Cuarta); y (v) la protección del orden constitucional 
[Estados de Excepción] (Art. 338) (Véase Sent. del TSJ/SC Nº 34, de fecha 26 
de enero de 2004). Por tanto, las materias señaladas no pueden ser objeto 
de regulación por parte, ni del legislador ordinario, ni del Poder Ejecutivo a 
través del decreto-ley.

C. LEY ORDINARIA

I. CONCEPTO
§219. Distinción — Es el tipo de ley común que se distingue de todas las 
demás formas especiales que la ley reviste, bien sea por relación de su objeto 
o del procedimiento legislativo seguido para su aprobación.

En consecuencia, se diferencian de las demás leyes en que mientras estas 
están asociadas a determinadas materias o cumplen un determinado fin téc-
nico o procedimiento legislativo reforzado, en las leyes ordinarias el Poder 
legislativo dispone de un amplio poder de configuración (Véase Sent. del 
TSJ/SC Nº 1723, de fecha 31 de julio de 2002).

II. PRINCIPIO DE LA RESERVA LEGAL ORDINARIA
a. Concepto
§220. Consagración constitucional — El ordenamiento constitucional vene-
zolano prevé también la figura de la reserva legal ordinaria que impide que 
ciertas materias puedan ser reguladas por normas que no sean emanadas del 
órgano deliberante del Poder Público Nacional, esto es, la Asamblea Nacional, 
las cuales están contenidas en las denominadas leyes formales.

En efecto, la Constitución en su Art. 202, establece lo siguiente: “La ley es 
el acto sancionado por la Asamblea Nacional como cuerpo legislador”; por 
tanto, este principio constituye la exclusividad de regulación de determinadas 
materias que solo corresponden a determinado tipo de actos, como es la ley 
ordinaria, siempre que sean distintas a las que corresponden a la reserva de 
ley orgánica.

Por otro lado, al no existir materias reservadas al reglamento, cualquiera 
puede ser regulada por la ley ordinaria en virtud del principio de expansi-
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vidad de la ley, En este sentido, que el Poder legislativo no puede remitir al 
reglamento la regulación de las materias reservadas, es algo perfectamente 
claro y sobre lo que no es preciso abundar aquí, pues cuando la Constitución 
establece una reserva es un mandato para el legislador para que sea él quien 
legisle y que puede hacerlo porque el legislador no es soberano (DE OTTO).

Finalmente, según la jurisprudencia (Véase Sent. del TSJ/SC (340), de fecha 
9 de marzo de 2004, RDP Nº 97-98, p. 219), la determinación de las materias 
de la reserva legal ordinaria es sencilla: bastará para ello la lectura del texto 
constitucional, toda vez que son enumeradas en él, y de manera principal 
pero no exclusiva, en los diversos numerales del Art. 156 de la C. Asimismo, 
cuando la Constitución dice que una materia se podrá regular solo por ley 
o que la ley la regulará, la obligación de regular y la prohibición de remitir 
a otro tipo de norma viene de que en ese caso en concreto se ha impuesto 
al legislador de regularla solo mediante ley formal. Las formas de remisión 
que atribuyen a la ley ordinaria la regulación de distintas materias son muy 
variadas: “sólo por ley”, “la ley regulará”, “mediante ley”, “con arreglo a la 
ley”, etc.

D. LEY APROBATORIA DE TRATADOS

I. CONCEPTO
§221. Consagración constitucional — Los Arts. 152 al 155 de la C, regulan 
la materia relativa a los tratados internacionales, tanto en lo que se refiere a 
los presupuestos para su otorgamiento o celebración, como en lo relativo a 
la ratificación; e igualmente en punto a la distinción entre el tratado como 
fuente de obligaciones del Estado en relación con los demás firmantes del 
propio tratado y la integración en el Ordenamiento jurídico de las normas 
contenidas en el tratado internacional.

La categoría de tratado internacional está consagrada en el Art. 187, num. 
18 de la C. Ahora, los tratados internacionales son fuente del Derecho ad-
ministrativo solo cuando cumplen los requisitos siguientes: (i) que hayan 
sido integrados por el Ordenamiento jurídico positivo; y (ii) que el tratado 
contenga normas de Derecho administrativo.

II. MECANISMOS DE LA RECEPCIÓN
§222. Método de integración — Por su parte, la integración al Derecho 
positivo del tratado internacional que contenga normas de Derecho admi-
nistrativo se efectúa normalmente por dos (2) métodos o sistemas que se 
denominan: (i) el método de conversión o transformación; y (ii) el método 
de recepción directa.
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§223. Método de conversión — El método o sistema de conversión o 
transformación es aquel por el cual, para integrar dentro del Ordenamiento 
jurídico positivo una fuente jurídica cualquiera, es necesario convertirla 
o transformarla en una fuente jurídica distinta, es decir, darle una nueva 
forma. De acuerdo con este método, el tratado internacional no sería una 
nueva fuente del Derecho, como sería por ejemplo, la nueva ley aprobatoria 
del Tratado internacional. En tal sentido, la Constitución consagra el régimen 
general de la recepción de los tratados en el Derecho interno esto es, su apro-
bación para que adquiera validez, cuya formación pasa por varias fases: (i) la 
suscripción; (ii) la aprobación mediante ley; y por último (iii) la ratificación 
y publicación (Véase Sent. del TSJ/SC (1393), de fecha 7 de agosto de 2001, 
RDP Nº 85-86/87-88, p. 65).

§224. Método de recepción directa — El método o sistema de recepción 
directa consiste en una excepción. Es el sistema mediante el cual el tratado 
internacional celebrado por el Estado entra a regir directamente, a surtir 
efectos de inmediato sin necesidad de ser convertido o transformado en ley, 
y en este caso si es fuente directa del Derecho administrativo.

En conclusión, el método de conversión o transformación en materia de 
tratados internacionales es la regla general en el Derecho positivo mediante la 
aprobación a través de leyes especiales. Por tanto, lo que rige no es el tratado 
internacional sino la ley aprobatoria del tratado internacional.

§225. Ley aprobatoria del tratado — De conformidad con lo dispuesto en 
el Art. 154 de la C, los tratados o convenios internacionales que celebre el 
Poder Ejecutivo Nacional deberán ser aprobados mediante ley especial para 
que tengan validez en el Derecho interno. En tal sentido, para que tenga 
validez el tratado internacional es necesario incorporarlo a través del meca-
nismo de la recepción o reenvío con recepción, es decir, a la transformación 
del tratado internacional en Derecho interno mediante la aprobación de la 
correspondiente ley aprobatoria de tratados. De ese modo, su incorporación 
al Ordenamiento jurídico venezolano requiere, como regla general, ley es-
pecial que los apruebe.

Sin embargo, el mismo Art. 154 de la C contempla la posibilidad de recep-
ción directa de tratados solo cuando se trate de: (i) ejecutar o perfeccionar 
obligaciones preexistentes de la República; (ii) aplicar principios expresa-
mente reconocidos por ella; (iii) ejecutar actos ordinarios en las relaciones 
internacionales; y por último (iv) ejercer facultades que la ley atribuya ex-
presamente al Poder Ejecutivo Nacional.
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III. JERARQUÍA DE LOS TRATADOS
§226. Plan — La incorporación de los tratados internacionales al Derecho 
interno, plantea inmediatamente el problema de la jerarquía entre tales tra-
tados internacionales: (i) la Constitución; y (ii) las leyes.

a. Constitución
§227. Principio de supremacía — En el primer caso, el de las relaciones 
entre la Constitución y los tratados internacionales, habiendo adquirido el 
tratado internacional la condición de norma de Derecho interno por el proce-
dimiento o “método de conversión”, debe estar necesariamente subordinado 
y conforme a la Constitución.

Así, la posición jerárquica de los tratados internacionales en nuestro Orde-
namiento jurídico no ofrece duda alguna en cuanto a la subordinación a la 
Constitución. Por lo tanto en caso de conflicto, y es el criterio uniforme tanto 
por parte de la doctrina venezolana (A. BORJAS, LARES MARTÍNEZ, J.G. ANDUEZA, 
MOLES CAUBET) como de la jurisprudencia (Véase Sent. de la CSJ/SPA, de fecha 
29 de septiembre de 1965), la Constitución goza del principio de supremacía, 
esto es, la primacía o prevalencia sobre los tratados internacionales.

b. Ley
§228. Regulación — En el segundo caso, el de las relaciones entre el tratado 
internacional y las leyes, y ante la ausencia de disposición constitucional 
que defina un orden jerárquico normativo, la doctrina venezolana ha dado 
las siguientes soluciones.

§229. Materias ordinarias — Existe una corriente doctrinal dominante en 
el sentido de considerar al tratado internacional jerárquicamente superior 
a la ley, sobre la base del Art. 8 del CPC y de la disposición del Art. 14 del 
CC respecto de la prevalencia de la ley especial sobre la general. Así, para 
A. BORJAS los tratados o convenciones internacionales tienen el carácter de 
verdaderas leyes nacionales, y deben recibir aplicación preferente a las de-
más leyes en la materia a que se contraen, conforme lo dispone el Art. 8 del 
CPC, de lo cual se infiere que el rango de los tratados es intermedio entre la 
Constitución y la ley.

Por su parte LARES MARTÍNEZ afirma que “es preciso reconocer que todos los 
tratados, sea cualquiera la materia regulada por ellos, tienen valor preferente 
sobre las leyes”. En el mismo sentido se pronuncia el autor ANDUEZA, cuando 
afirma que, como la norma de un tratado suele ser especial por la materia 
que regula, habrá que aplicar preferentemente el tratado internacional a la 
norma interna. Es cierto que el supuesto previsto en el Art. 8 del CPC es la 
aplicación de Derecho Internacional Privado, pero esta limitación no impi-
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de que, por vía analógica, se haga extensiva a toda aplicación de normas de 
Derecho internacional.

Ahora bien, es pertinente señalar las diferencias entre una y otra; así, 
mientras que las leyes ordinarias pueden ser reformadas total o parcialmen-
te por otras leyes, los tratados internacionales después de aprobados por la 
Asamblea Nacional no pueden ser reformados; las leyes ordinarias se derogan 
por otras leyes, en cambio los tratados internacionales que están sometidos 
a un tratamiento específico tienen sus propias formas de extinción (Véase 
Sent. de la CSJ/SPA, de fecha 19 de abril de 1965, GO Nº 958, Ext. del 21 de 
mayo de 1965).

Por lo que respecta al problema de la prelación entre las normas de los 
tratados internacionales y las restantes normas del Ordenamiento jurídico, 
no parece existir dificultad en entender que incorporadas las normas del tra-
tado internacional al Derecho interno tienen un efecto derogatorio respecto 
de otras normas anteriores, pero no se sabía si ajustaban dentro del Derecho 
interno en el mismo lugar que la ley u otro diferente, y cuál era el sistema 
de relaciones entre las leyes y los tratados internacionales.

§230. Derechos humanos — El Art. 23 de la C establece que los tratados, pac-
tos y convenciones internacionales relativos a derechos humanos, suscritos 
y ratificados por Venezuela tienen jerarquía constitucional y prevalecen en 
el orden interno, y son de aplicación inmediata y directa por los tribunales 
y demás órganos del Poder Público, pero solo si resultan más favorables que 
las normas constitucionales. No cabe duda, pues, que los tratados internacio-
nales en esta materia son fuente directa de la Constitución. 

Igual ocurre con los tratados internacionales mediante los cuales el Estado 
venezolano acepta transferir a organizaciones supranacionales partes del 
ejercicio de sus competencias, dentro de acuerdos de integración porque 
también, evidentemente, al suscribirse se incorporan al sistema constitucio-
nal venezolano, como se desprende del Art. 153 de la C. 

En conclusión, a los tratados internacionales relativos a los derechos 
humanos y a la transferencia de competencias del Estado venezolano a or-
ganizaciones supranacionales, se les da rango de normas constitucionales o 
de valor constitucional.
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E. LEY HABILITANTE

I. CONCEPTO
§231. Consagración constitucional — La llamada ley habilitante o de habili-
tación se encuentra consagrada en el Art. 203, último aparte de la C. La razón 
de esta tipología, sostiene la jurisprudencia, consiste en la coparticipación del 
Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo en una técnica legislativa de carácter 
excepcional para otorgarle al Presidente de la República, la potestad norma-
tiva en torno a una materia o materias específicas, generalmente económica 
o financiera, las cuales estarán delimitadas por la ley habilitante de que se 
trate (Véase Sents. de la CSJ/SPA, de fecha 6 de junio de 1985; y del TSJ/SC 
Nº 524, de fecha 8 de junio de 2000; y Sent. de TSJ/SC (1515), de fecha 6 de 
diciembre de 2000, RDP Nº 84, p. 103).

II. NATURALEZA JURÍDICA
§232. Teorías — Con respecto a la habilitación legislativa se encuentran dos 
posiciones o teorías que tratan de explicar su naturaleza jurídica: (i) un sec-
tor de la doctrina sostiene que es una delegación legislativa (LARES MARTÍNEZ, 
PÉREZ LUCIANI, MARÍN GARCÍA y BREWER-CARÍAS);y (ii) otro sector defiende que 
se trata de una autorización legislativa (ANDUEZA y G. FERNÁNDEZ).

Al respecto la doctrina española sostiene que la ley habilitante es una 
auténtica delegación en el sentido técnico de este término; esto es, un acto 
dispositivo mediante el cual un sujeto, fundándose en su propia competen-
cia para proveer acerca de un determinado objeto, atribuye a otro el poder 
necesario para que, a su vez, provea acerca de una determinada materia, 
dentro de ciertos límites y con arreglo a los criterios establecidos en el acto 
de delegación (DE OTTO).

III. REQUISITOS
§233. Planteamiento — El fenómeno de la delegación legislativa debe obser-
var una serie de requisitos o formalidades que tienen por objeto impedir que 
el Poder legislativo haga dejación de sus funciones mediante una habilitación 
en blanco, caso en el cual incurriría en inconstitucionalidad.

§234. Ley habilitante — El primero de los requisitos, es que la delegación 
legislativa ha de hacerse de manera expresa, y en concreto mediante ley de 
la Asamblea Legislativa, llamada en términos genéricos “ley habilitante” o 
“ley de habilitación”, a fin de establecer las directrices, propósitos y el marco 
de las materias que se delegan al Presidente de la República, en Consejo de 
Ministros, con fuerza y valor de ley (Art. 203 de la C).
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El presupuesto de la ley habilitante es tan solo una extraordinaria y ur-
gente necesidad de regular alguna materia con normas con fuerza y valor de 
ley sin que sea posible hacerlo por los cauces ordinarios del procedimiento 
legislativo, por tratarse de una situación que requiera una rápida respuesta 
que no puede producirse por esa vía (DE OTTO).

Por otro lado, de conformidad con el Art. 203 de la C, la ley habilitante 
además de cumplir con el procedimiento de formación de las leyes, debe ser 
sancionada mediante una mayoría calificada o reforzada de las tres quintas 
(3/5) partes de los diputados integrantes de la Asamblea Nacional.

Finalmente, la ley habilitante pierde su vigencia por el ejercicio que de ella 
haga el Presidente de la República mediante la publicación del texto legal 
para el cual fue habilitado, o bien por el transcurso del tiempo que debe es-
tar establecido en la ley habilitante para que sean dictados los instrumentos 
normativos habilitados.

§235. Ámbito material — El segundo requisito es que la delegación legis-
lativa ha de hacerse para materia concreta, por lo que la ley habilitante ha 
de fijar su extensión determinándose en la ley habilitante cuál es su objeto 
sobre el cual se ejercerá la potestad normativa delegada. 

Según la jurisprudencia, de acuerdo con el nuevo régimen constitucional 
no existiría un límite material, a diferencia del anterior, por lo que se puede 
facultar al Presidente de la República para dictar –dentro de los límites de 
las leyes habilitantes– Decretos con fuerza de ley orgánica, ya que a su vez 
las leyes habilitantes son orgánicas por su naturaleza (Véase Sent. del TSJ/SC 
(1716), de fecha 19 de septiembre de 2001, RDP Nº 89-90/91-92, pp. 111-112). 

Al respecto ratificamos, sobre la base de los argumentos expuestos con 
anterioridad, que según la Constitución, la delegación legislativa no podrá 
afectar a materias sujetas a reserva de ley orgánica, en el sentido que sería 
inconstitucional, como ocurre con cualquier infracción de una reserva por 
infracción del Art. 203 de la C que establece la reserva de ley orgánica.

§236. Plazo — Por último, la delegación legislativa está necesariamente 
sujeta a un límite de duración, pues está sujeta a plazo y a término, y en 
ningún caso podrá entenderse que se hace por tiempo indeterminado pues 
sería inconstitucional.
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F. LEY DE BASES

I. CONCEPTO
§237. Consagración constitucional — Dentro de las leyes en conexión con 
el Ordenamiento jurídico estadal y municipal tenemos, en primer lugar, a 
la denominada ley de bases. En efecto, la Constitución al regular el reparto 
competencial entre las personas jurídico-públicas territoriales estableció 
diversas vías para la determinación de la competencia. 

En este orden enumeramos las siguientes: (i) las competencias exclusivas 
de Poder Público Nacional –Art. 156 de la C–; (ii) las competencias exclusivas 
de los Estados –Art. 164 de la C–; (iii) las competencias residuales a favor de 
los Estados –Art. 164, num. 11 de la C–; (iv) las competencias exclusivas de 
los municipios –Art. 178 de la C–; y por último (v) las competencias concu-
rrentes –Art. 165 de la C–. 

Según la doctrina, lo que la Constitución persigue con ello es que tales leyes 
de base proporcionen legislación uniforme y de vigencia en todo la Nación 
para que así quede asegurado un común denominar normativo; a partir de él 
cada persona pública territorial podrá establecer, mediante las denominadas 
leyes de desarrollo, las peculiaridades que le convengan, dentro, claro está, 
del marco de sus competencias.

 En el Derecho positivo las competencias concurrentes son aquellas que 
por voluntad constitucional le han sido atribuidas tanto al Estado, el cual 
las ejerce a través de las ramas y los órganos del Poder Público Nacional que 
se manifiestan en la personificación jurídica de la República, como al Poder 
Público estadal y Poder Público Municipal, esto es, los Estados federados y 
los Municipios, respectivamente.

II. ELEMENTOS 
§238. Plan — De la lectura del Art. 165 de la C se colige que no existe ninguna 
definición conceptual de las leyes de base, sin embargo, se alude a ciertos 
elementos que no permite señalar cuál es su concepto, a saber:

§239. Competencias concurrentes — El punto de partida es la existencia 
de regulación de las materias de competencias concurrentes entre el Poder 
Nacional y los Estados federados. Por tanto, el ámbito material estará deli-
mitado sustancialmente, en virtud de que únicamente podrán regular, me-
diante leyes de base, aquellas materias que sean competencia concurrentes 
del Poder Nacional y del Poder Estadal, las cuales además pueden ser objeto 
de regulación secundaria en las llamadas leyes de desarrollo aprobadas por 
los Consejos Legislativos de los Estados federados.
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§240. Ámbito subjetivo — La potestad de dictar leyes de bases es una com-
petencia exclusiva y excluyente del Poder Público Nacional, a través de la 
Asamblea Nacional (Art. 165 de la C). Sin embargo, un sector de la doctrina 
nacional defiende la posibilidad de que se dicten decretos-leyes de base.

III. FUNCIÓN
§241. Principios — El Art. 165 de la C establece que las materias objeto de 
competencias concurrentes serán reguladas mediante leyes de base dictadas 
por el Poder Público Nacional, y leyes de desarrollo aprobadas por los Esta-
dos; asimismo, indica que esta legislación estará orientada por los principios 
de la interdependencia, coordinación, cooperación, corresponsabilidad y 
subsidiariedad. 

Las leyes de base y las leyes de desarrollo están llamadas a evitar los con-
flictos de competencias entre los distintos entes político-territoriales, para lo 
cual es necesario que establezcan la determinación inequívoca de: (i) el titular 
legitimo para el ejercicio de la materia; (ii) la fijación del orden competencial, 
es decir, la determinación de qué competencias pertenecen a cada uno de los 
sujetos; y por último (iii) los requisitos temporales y procedimentales para el 
ejercicio de las competencias por parte de dichas entidades, que forman parte 
del bloque de la constitucionalidad (Sent. TC español 110/1983, de fecha 29 
de noviembre CPC171/1983 BOE 298, de 14 de diciembre).

En conclusión, las competencias concurrentes previstas en el texto consti-
tucional se podrán ejercer –por ejemplo– bajo la modalidad compartida cuan-
do “los supuestos de responsabilidad sobre una materia se otorga a varios 
entes u órganos públicos” –Art. 87 de la C–. El caso del ejercicio indistinto 
será posible “cuando determinada materia o potestad corresponde de modo 
simultáneo y no excluyente a dos o más entes u órganos” –Arts. 185 y 165 de 
la C–. Y podrá ejercerse de forma coincidente, es decir aquella “cuya inter-
vención es acumulativa e independiente” –en el supuesto del Art. 99 de la C. 

G. LEY DE ARMONIZACIÓN

I. CONCEPTO
§242. Consagración constitucional — Finalmente, la ley de armonización 
constituye otra técnica de relación y conexión entre Ordenamientos jurídicos 
dentro del Ordenamiento jurídico general. Sirve a una necesidad elemental 
de unificación y armonización de las distintas normativas territoriales dentro 
de un Estado.

Es sabido que el Estado se presenta descompuesto en una pluralidad de 
centros o complejos de órganos que integran el Poder Público, el cual se orde-
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na en tres niveles sucesivos – nacional, estadal y municipal– cuya autonomía 
garantiza la Constitución.

La doctrina señala que el fundamento de esta categoría está constituido 
por el ejercicio, en una materia concreta, de las competencias legislativas de 
los Estados y Municipios, que ha producido notables divergencias, causan-
tes de perjuicios para el principio de unidad del Ordenamiento jurídico y el 
adecuado funcionamiento del sistema económico general. 

Un caso específico lo constituye la LOACCMGPMEN, la cual tiene por 
finalidad regular la delimitación, el sentido y el alcance de las distintas 
competencias exclusivas y concurrentes de los Poderes Públicos Nacional, 
Estadal y Municipal, para el desarrollo eficiente de los servicios públicos 
domiciliarios de electricidad y gas, cuyo marco normativo está constituido 
por la Constitución y las leyes que la desarrollan y aplican.

DECRETO-LEY

A. ORIGEN
§243. Antecedentes — Según la doctrina venezolana (MOLES CAUBET), el régi-
men constitucional de los decretos-leyes aparece por primera vez en nuestro 
país en la Constitución de 1945 (Arts. 162, ord. 9 y 198, ord. 3), enunciándolos 
dentro de los siguientes términos:

De las atribuciones comunes a ambas cámaras como Cuerpos Colegislado-
res (..,) artículo 73, numeral 23: Autori zar temporalmente al Presidente de la 
República para ejercer determinadas y precisas facultades extraordi narias 
destinadas a proteger la vida económica de la Nación cuando la necesidad o 
la conveniencia pública lo requieran.

Texto transcrito luego en la Constitución de 1947 (Arts. 162, ord. 9 y 198, 
ord. 30).

Posteriormente, la Constitución de 1961 realizó ciertos cambios, variando 
en su Art. 190, ordinal 8º, eiusdem la redacción antes expuesta, al disponer:

Son atribuciones y deberes del Presidente de la República (…) Dictar 
medidas extraordinarias en materia económica o financiera cuando así 
lo requiera el interés público y haya sido autorizado para ello por una 
ley especial.



101Ley

Finalmente, la Constitución de 1999 estableció en su Art. 236, num. 8 que: 
“Son atribuciones y obligaciones del Presidente de la República (…) Dictar, 
previa autorización por una ley habilitante, decretos con fuerza de ley.”

B. CONCEPTO
§244. Decreto — Dentro del Ordenamiento jurídico venezolano se consagra 
que los decretos son la figura jurídica por medio de la cual se revisten las 
decisiones emanadas del Presidente de la República, siendo estos los actos ad-
ministrativos de mayor jerarquía dictados por el Poder Ejecutivo Nacional, en 
virtud de la investidura del funcionario que los profiere (Art. 15 de la LOPA).

Ahora bien, en principio, los decretos tal como lo preceptúa el Art. 15 de la 
LOPA están vinculados con las funciones que le son atinentes al Presidente 
de la República, los cuales pueden ser refrendados por él o los ministros que 
se relacionen con la materia a regular, o según así lo exija alguna normativa 
legal especial que se aplique a un caso en particular.

C. CLASIFICACIÓN
§245. Denominación — Al respecto cabe señalar que actualmente la doctrina 
ha discriminado el uso del término decreto-ley, destacando que el mismo no 
constituye una denominación uniforme, pues varía dependiendo del Orde-
namiento jurídico del cual se trate, por lo que tal denominación ha variado 
inclusive en Francia, lugar donde dicha figura tuvo su origen, sustituyéndose 
el término decreto-ley por el de Ordenanzas en Materia Legislativa, luego de 
la entrada en vigencia de la Constitución francesa de 1958.

En tal sentido, se ha considerado necesario hacer una diferenciación en lo 
que concierne al término genérico de decreto-ley, permitiendo distinguir: (i) 
por un lado el decreto-ley con habilitación legislativa, decreto-ley delegado, 
decreto-ley regular o más propiamente decreto legislativo; y (ii) por el otro, el 
decreto-ley sin habilitación legislativa o decreto-ley de estado de excepción.

I. DECRETO-LEGISLATIVO
§246. Concepto — El decreto legislativo alude al producto o instrumento 
normativo que resulta de la aplicación de la ley habilitante en períodos 
de normalidad institucional, llamado también decreto-ley regular (MOLES 
CAUBET). Es el acto jurídico, de contenido normativo, emanado del Poder 
Ejecutivo Nacional, cuyas disposiciones se encuentran investidas con fuerza 
y valor de ley, que ha sido promulgado en virtud de la delegación legislativa 
conferida por la Asamblea Nacional mediante ley habilitante, en los términos 
preceptuados en el Art. 236, num. 8 de la C.
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El decreto legislativo es, por expresa voluntad constitucional, norma con 
fuerza y valor de ley –nociones elaboradas especialmente por la doctrina 
italiana–, y goza de ello desde su perfección, esto es, desde que se publica, 
momento en que se agota el ejercicio de la delegación legislativa. Con el 
acto de publicación del texto habilitado se perfecciona el decreto legislativo 
y queda agotada la delegación legislativa, que no podrá ejercitarse de nuevo 
sin otra delegación legislativa expresa. Por tanto, las materias allí contenidas 
solo pueden ser reformadas o derogadas por una ley u otro decreto legislativo 
producto este, a su vez, de otra ley habilitante.

§247. Doctrina del ultra vires — La legislación delegada no puede valer más 
que en la medida en que, efectivamente, se ajuste al condicionamiento que 
contenga la previa delegación; lo que plantea el problema del ultra vires, esto 
es, el supuesto en que la legislación delegada haya ido más allá de lo que le 
permitía la delegación legislativa rebasando de una forma u otra los límites 
que ésta imponía. 

Finalmente, la jurisprudencia del Máximo Tribunal ha admitido que nada 
impide al Poder Ejecutivo Nacional en ejercicio de atribuciones legislativas 
que le reconoce la Constitución, pues no existiría limitación en cuanto a la 
jerarquía del decreto-ley que adopte una ley orgánica que bien pueden mo-
dificar una ley orgánica anterior, si así lo autoriza la ley especial que dicte el 
Poder Legislativo (Véase Sent. de la CSJ/CP, de fecha 21 de marzo de 1988, 
RDP Nº 34, p. 66; y Sent. Nº 1716 del TSJ/SC, de fecha 19 de septiembre de 
2001, caso Revisión constitucional del Decreto con fuerza de Ley Orgánica de 
Espacios Acuáticos e Insulares, RDP Nº 85-88, p. 419). Al respecto, damos aquí 
por reproducidos los argumentos expuestos anteriormente sobre el principio 
de la reserva de ley orgánica. 

II. DECRETO-LEY DE ESTADO DE EXCEPCIÓN
§248. Consagración constitucional — El Art. 337 de la C califica expresa-
mente como estado de excepción al periodo de anormalidad institucional, 
en razón de circunstancias de orden social, económico, político, natural o 
ecológico que afectan gravemente la seguridad de la Nación, de las institucio-
nes y de las personas y que, al sobrepasar las posibilidades de atención con 
los mecanismos institucionales en el orden normal, ameriten la adopción de 
medidas político constitucionales para garantizarlas. 

§249. Estados de excepción — El Art. 338 de la C remite a una ley orgáni-
ca regular los estados de excepción y determinar las medidas que pueden 
adoptarse a tales fines, la cual fue sancionada con la LOEE. En tal sentido, la 
LOEE consagra las diversas formas específicas de estado de excepción, así: 
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(i) el estado de alarma; (ii) el estado de emergencia económica; (iii) el estado 
de conmoción interior; y por último (iv) el estado de conmoción exterior 
(Arts. 8 al 14 de la LOEE).

§250. Competencia — En las circunstancias excepcionales mencionadas, 
corresponde al Presidente de la República en Consejo de Ministros dictar los 
decretos-leyes vinculados a los estados de excepción, tal como lo disponen 
los Arts. 236, num. 7, 337, 338 y 339 de la C, los cuales deben considerarse 
como decretos-leyes strictu sensu, dado que los mismos son dictados por 
el Presidente de la República, en Consejo de Ministros, mediante mandato 
expreso conferido por la Constitución para regular situaciones de carácter 
extraordinario, sin que medie, en estos casos, la respectiva delegación legis-
lativa de la Asamblea Nacional mediante una ley habilitante.

§251. Límites y controles — La existencia del ejercicio de la potestad le-
gislativa en cabeza del Presidente de la República en Consejo de Ministros, 
mediante el dictado del decreto-ley de estado de excepción, es tan justificable 
como necesitada de rigurosos límites y controles.

En efecto, el presupuesto habilitante de la legislación de urgencia es tan 
solo una extraordinaria y urgente necesidad de regular unas circunstancias 
excepcionales con normas de rango de ley, sin que sea posible hacerlo por 
los cauces ordinarios, por el procedimiento legislativo, por tratarse de un 
real estado de excepción que requiere una rápida respuesta que no podrá 
producirse por esa vía en periodo de anormalidad institucional. Por tanto, 
la extraordinaria y urgente necesidad está sometida al requisito de que 
efectivamente concurra, esto es, que haya realmente necesidad y que sea 
extraordinaria, en el sentido de imprevisible, y urgente, en el de no encontrar 
remedio por los cauces ordinarios de la normalidad institucional.

§252. Medidas — Por último, de conformidad con el Art. 15 de la LOEE, el 
Presidente de la República, en Consejo de Ministros, a través del decreto-
ley de estado de excepción, tiene la facultad de: (i) dictar todas las medidas 
que estime conveniente en aquellas circunstancias que afecten gravemente 
la seguridad de la Nación, de sus ciudadanos o instituciones, así como las 
medidas de orden social, económico, político y ecológico; y (ii) declarar la 
restricción temporal de las garantías constitucionales, salvo las referidas a 
los derechos a la vida, prohibición de incomunicación o tortura, el derecho al 
debido proceso, el derecho a la información y los demás derechos humanos 
intangibles (Arts. 337 de la C y 7 de la LOEE).
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